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			Presentación


			En los últimos tiempos están ocurriendo en el mundo hechos prodigiosos muy alejados de todo vaticinio. Acontecimientos inusitados, «enormidades», como diría Unamuno, que se salen de la norma. Los británicos decidieron en referéndum el veintitrés de junio de 2016 —por un exiguo margen— divorciarse de la Unión Europea y, tras un tortuoso proceso, devuelven a Gran Bretaña a su formato visceralmente insular, una vez vencido el período transitorio fijado el treinta y uno de diciembre de 2020 para negociar una nueva relación comercial entre Reino Unido y la UE. 


			Por su parte los estadounidenses eligieron en 2016 a un candidato, Donald Trump, que desafiaba al orden establecido y a los líderes históricos de su propio partido; una profunda alteración que contribuyó a polarizar más a la sociedad norteamericana y que supuso un giro total en materia de política internacional. La reciente elección del demócrata Joe Biden como nuevo presidente de EE. UU. promete enmendar la era Trump, pero está por ver hasta qué punto será posible reconstruir las deterioradas relaciones dentro y fuera del país. En Brasil, Jair Bolsonaro suma su voz al repliegue nacionalista generalizado, defendiendo absurdamente que la Amazonía es asunto exclusivo de Brasil. Mientras tanto, una niña sueca de diecisiete años vive su pubertad como líder mundial del movimiento ecologista. La puntilla en el año 2020 ha sido un microscópico virus que ha conseguido lo que Lehman Brothers solo rozó: poner en jaque a la economía mundial. 


			Son enormidades a las que se han dedicado ríos de tinta. Valga, de momento, con constatar que probablemente es el miedo a las dificultades y consecuencias de la globalización uno de los factores más importantes que explica estos prodigios: miedo a perder el puesto de trabajo, a ver recortados los salarios o a sentir diluidas identidades culturales multiseculares supuestamente estáticas. Hasta ayer por la tarde dominaba el miedo a sucumbir a un ataque terrorista indiscriminado o a un apocalipsis ecológico. Hoy se ha sumado al listado el miedo ante la amenaza y las consecuencias de la pandemia global… A caballo de estos miedos, el temor al otro no ha dejado de crecer, un prejuicio siempre latente y bien arraigado que ha sido hábilmente instrumentalizado y azuzado por los populismos.


			En este libro son las circunstancias que envuelven al Brexit y sus consecuencias para el contencioso entre Reino Unido y España por Gibraltar las que ocuparán buena parte de nuestra atención. Fue el primer ministro británico David Cameron, cargado de optimismo —o de ingenuidad—, quien prometió convocar dos referéndums —el de Escocia y el Brexit— con la intención de reforzar su liderazgo en el Partido Conservador y en las elecciones generales de 2015. Aunque en el primer caso se superó el escollo —no sin grandes tensiones—, en el segundo el tiro le salió directamente por la culata. A su pesar, Cameron consiguió sacar al Reino Unido de la Unión Europea y, no menos a su pesar, a punto estuvo también de sacar a Escocia del Reino Unido. La primera consecuencia fue su dimisión. A él también lo sacaron.


			Ese tiro en el pie del primer ministro británico, el Brexit, ha sido desde entonces un prodigio de fallida ingeniería política: el Gobierno, confiado en su victoria, no tenía un plan B, mientras que los brexiters, confiados en su derrota, no tenían un plan A. Y en Bruselas nadie pensó que el Brexit se podía producir, así que tampoco tenían ningún plan; nadie sabía muy bien qué hacer. O, siquiera, sea lo que sea, si hacerlo juntos.


			Los hay que piensan que la salida del Reino Unido se debe a que hemos ido demasiado deprisa en el proceso de integración y que lo hay que hacer es un alto en el camino, cuando no dar marcha atrás. Los hay que creen —que creemos— que lo que pasa es que no hemos ido lo suficientemente deprisa y que los europeos empiezan a preguntar para qué sirve esta Unión al ralentí, lastrada por los egoísmos nacionales.


			En Londres, inicialmente no eran conscientes de la gravedad de lo sucedido. Tras unos primeros momentos de euforia económica y exaltación nacionalista, los vientos se calmaron y todo se mantuvo a la espera: al igual que la ciudadanía estaba dependiente de los respiradores artificiales, la economía lo estaba del boca a boca del Banco de Inglaterra. 


			Lo cierto es que el matrimonio entre la Unión Europea y el Reino Unido ha sido siempre de conveniencia y no una verdadera historia de amor. El Reino Unido no quiso firmar el Tratado de Roma porque nunca estuvo dispuesta a ceder competencias a instituciones que escapasen del control de Westminster. Cuando no tuvo más remedio que entrar, no dejó de arrastrar los pies: el Reino Unido no formó parte de Schengen ni del euro, no asumió gran parte de los compromisos en materia de justicia interior, nunca quiso una defensa europea... 


			En estas circunstancias, ¿qué hacer? Si no queremos que el Brexit se interprete como el principio del fin del proceso de integración europea, hay que dar un salto adelante. De hecho, los propios jefes de Estado o de Gobierno reconocieron en su reunión de Bratislava de septiembre de 2016 que el Brexit colocaba a la Unión en un momento crítico. Políticos, académicos, mass media y ciudadanos en general reconocemos de forma unánime —con independencia de inclinaciones euroescépticas o eurofervientes— que la decisión del Reino Unido de retirarse de la UE, junto a la subsiguiente gestión del proceso de desconexión, marcan un antes y un después para una Unión afectada desde hace tiempo por una crisis múltiple e inmersa en un proceso de práctica refundación. En este contexto convulso, el Brexit ha supuesto una revolución, hasta el punto incluso de considerarse como el elemento más visible de la «desintegración europea», que trae aparejadas consecuencias perjudiciales de gran calado para todas las partes. 


			Como en cualquier crisis, el Brexit es un contratiempo porque hasta ahora eran muchos los que querían entrar y nadie quería salir, pero a la vez es una oportunidad. Podríamos empezar por reconocer que no podemos seguir extendiendo nuestras fronteras sin antes haber puesto nuestra casa en orden. Constatar que, si queremos avanzar, no podemos ir al paso de los más lentos, lo que en román paladino quiere decir reconocer que hay una Europa a varias velocidades o una Europa de círculos concéntricos. Un primer anillo formado por los países que compartimos moneda y que debe estructurarse de forma claramente federal; un segundo círculo confederal integrado en los países de la Unión que no forman parte del euro, y un tercer círculo en el que estarían el Reino Unido, Turquía y, a lo mejor, Rusia.


			En este panorama España podría cumplir, en alianza con algunos países, con la tarea de abanderar la marcha hacia los Estados Unidos de Europa; en segundo lugar, debería aggiornar su sistema institucional —administrativo, fiscal, laboral…— para dar posada a las multinacionales que emigren del Reino Unido y que necesitan tener un pie en el mercado interior; en tercer lugar, y más importante por lo que aquí nos concierne, debe aprovechar el regalo que nos han hecho los dioses y recuperar Gibraltar o, al menos, remontar sobre otras bases la relación con este hijo pródigo, con esta «ciudad perdida». 


			El actual contexto del Brexit constituye una ocasión de oro para retomar las negociaciones e intentar resolver definitivamente una controversia colonial que dura ya excesivo tiempo. De alguna manera, el Brexit plantea un nuevo tablero de juego jurídico internacional y europeo con nuevas reglas, pero también ofrece una oportunidad histórica para que España redefina su relación con Gibraltar, dando paso a fórmulas imaginativas que busquen vías nuevas de futuro y solución a la secular controversia. En definitiva, se trata de no desaprovechar una ocasión como no hemos tenido en trescientos años y que tardará otros tres siglos en volver. Para que todo salga bien hay que elaborar un plan, porque como dijo Keynes «nunca ocurre lo imprevisto, sino lo no pensado».


			En suma, nos encontramos en un delicado momento que merece la pena aprovechar y en el que todos los actores en liza deberían actuar con la altura de miras que la responsabilidad histórica del momento reclama. Como se ha afirmado por la doctrina, puede ser una ocasión oportuna para afrontar una solución de la cuestión de Gibraltar en la que, mientras hacia el exterior es el momento de la diplomacia, hacia el interior sea el del diálogo con todos los partidos políticos y administraciones públicas interesadas en convertir por fin la cuestión de Gibraltar en un tema de Estado compartido. Veremos.


			El Peñón de Gibraltar se ha convertido en la roca en el zapato británico después de que la Unión Europea determinara —como luego veremos con detalle— que ningún acuerdo que Londres alcance con Bruselas se aplicará a Gibraltar sin el consentimiento de España. La decisión europea de otorgar poder de veto a España nos da espacio y ocasión para negociar con el Reino Unido, algo ante lo que siempre han sido reticentes los ingleses. El mismo Boris Johnson aseguró que el Reino Unido no abandonará «ni una pulgada de Roca, ni una rebanada de “calentita” [plato local gibraltareño], ni un pelo de la cabeza de un macaco de Berbería […] [sin el] consentimiento expreso de este pueblo que llama a Gibraltar su hogar»1.


			Gibraltar era hasta hace poco una arista oculta del Brexit. De hecho, la entonces primera ministra británica, Theresa May, no lo incluyó en la carta que entregó a la UE cuando dio comienzo formal a la separación del Reino Unido. Ya veremos finalmente hasta dónde llega ese apoyo incondicional.


			A esbozar las claves y las vías de la que creemos la mejor solución, la cuasi definitiva, de este tricentenario conflicto hispano-británico por Gibraltar dedicaremos las páginas de este libro.


			* * *


			El socialista Alfredo Pérez Rubalcaba —un buen amigo al que los constitucionalistas añoramos cada vez más— decía siempre cuando hablaba sobre Gibraltar: «Lo de la soberanía a los míos no les pone; les parece una cosa viejuna, franquista... Lo que sí les pone es lo de la evasión fiscal y el blanqueo de capitales». Alfredo tenía razón, pero olvidaba reconocer que los socialistas han sacado a pasear lo de Gibraltar siempre que les ha venido bien. Recordamos a Gregorio Peces-Barba gritándole a Leopoldo Calvo Sotelo desde la tribuna parlamentaria que sería una vergüenza que España entrase en la Alianza Atlántica sin recuperar antes la soberanía de la única colonia que quedaba en territorio europeo. El viejo asunto de la bandera «de conveniencia» para las ocasiones.


			Eso era antes, porque ahora puestos a pasar, también pasamos de los paraísos fiscales. Aprovechando la tesitura del coronavirus, a principios de junio de 2020, el actual Ejecutivo ha colado en el Congreso un acuerdo que pretende disminuir —pero que en realidad solo maquilla y consolida— un régimen fiscal que ha hecho de Gibraltar uno de los centros financieros extraterritoriales más populares y activos entre los grandes inversores internacionales, así como la meca del juego online. Hasta ahora, todos los gobiernos españoles habían denunciado la situación en Bruselas porque distorsiona la competencia y es claramente lesivo para los intereses financieros de España y de la UE. Pero ya no parece importar y eso que el mandato que deben seguir los negociadores del Brexit nos lo ha puesto en bandeja al dejar claro que: «Una vez que el Reino Unido haya abandonado la Unión, ningún acuerdo entre la Unión Europea y el Reino Unido podrá aplicarse al territorio de Gibraltar sin acuerdo entre el Reino de España y el Reino Unido»2.


			En esta ocasión, el Congreso rechazó una enmienda a la totalidad de Vox —que contó con el apoyo del PP— que habría tumbado el acuerdo fiscal alcanzado en 2019 con Gibraltar. Ambos partidos se lamentaban de que España, con el Brexit, había perdido una oportunidad histórica para negociar un texto más ventajoso. Así que, el primer tratado firmado sobre Gibraltar desde su pérdida en 1713 fue aprobado en Cortes sin demasiado ruido mediático. ¡La noluntad nacional! La actual ministra de Asuntos Exteriores fue la encargada de defenderlo en el Hemiciclo y sostuvo que corregía los desniveles fiscales existentes hasta ahora y que evitaba la consolidación de la colonia como «epicentro del blanqueo de capitales»3. Además, aseguró que establecía unas «reglas claras» para resolver los conflictos derivados de la residencia fiscal.


			¿Qué gana España con este acuerdo? Nada. Los británicos nos conceden cosas que nosotros podríamos regular sin contar con nadie y otras que Gibraltar tiene que aceptar por los tratados que ha suscrito, especialmente en el marco de la OCDE; mucho más ahora que pasa a ser un territorio tercero a efectos de la UE. ¿Acaso no puede España delimitar quiénes son sus residentes o no residentes a efectos fiscales, sin contar con nadie? ¿No podrían las autoridades españolas exigir que nos den cuenta y razón de todas las personas que operan desde el Peñón so pena de negarles el acceso a nuestro mercado? ¿Acaso no tendrá Gibraltar que seguir cumpliendo el Acuerdo Multilateral sobre el Intercambio de Información? ¿Podría Gibraltar negarse a aplicar el Plan de Acción de Erosión de la Base Imponible y Traslado de Beneficios —es decir, el proyecto de la OCDE para la integración de las políticas fiscales internacionales—? ¿No es evidente que si lo hiciese pasaría a ser un paraíso fiscal para todas las jurisdicciones de este mundo y del otro?


			¿Qué pierde España? Todo. Para empezar, el acuerdo crea un Comité Conjunto de Coordinación en el que las autoridades fiscales españolas y gibraltareñas se sentarán en plano de igualdad, como si fuesen representantes de dos países soberanos. Mano ganada por el ministro Principal de Gibraltar, Fabián Picardo, que sueña con la estatalidad, con hacer de Gibraltar un microestado como Andorra, San Marino y Mónaco. Mano perdida por España porque hasta ahora nos habíamos negado a aceptar semejante tesis. El acuerdo del tres de febrero de 1999 que permitió a los pescadores españoles seguir faenando en aguas próximas al Peñón se concluyó entre ellos y el ministro principal de Gibraltar sin que interviniese ninguna autoridad estatal. 


			En mitad de las negociaciones del Brexit, cuando España tiene la sartén por el mango, no solo «no se aprovecha la oportunidad de establecer la cosoberanía» sino que, en nuestra opinión, se santifica una situación fiscal que es ofensiva. 


			Es sospechoso también el silencio de las autoridades gibraltareñas, que ni siquiera se han quejado ante el presidente del Parlamento Europeo tras la aprobación, el doce de febrero de 2020, de un mandato que recogía las condiciones que se debían seguir en las negociaciones para el Brexit. El apartado veintiuno sostiene que el Reino Unido debe participar en la evolución normativa «en materia de imposición fiscal y lucha contra el blanqueo de capitales», además de «abordar la situación respectiva de sus territorios de ultramar [...] y su incumplimiento de los criterios de buena gobernanza y los requisitos de transparencia de la Unión»4.


			Los gobiernos de otros territorios británicos de ultramar —las bailías de Guernsey y Jersey y la Isla de Man— sí que protestaron contra ese texto. En una misiva conjunta al presidente del Parlamento Europeo, aseguraron que era «incorrecto» dar a entender que sus jurisdicciones no cumplían con ese criterio. Pero el Peñón. Es obvio que no han sacado pecho sobre esto porque no quieren que haya demasiado ruido al respecto. 


			Como dijimos en su momento, aquí se podrá ignorar esta situación, pero la Unión Europea no puede tolerarlo y eso debía dejarlo claro en las negociaciones. 


			* * *


			Como veremos con detalle en este libro, Gibraltar es para las Naciones Unidas un territorio no autónomo pendiente de descolonización —artículo setenta y tres de la Carta— y, más importante aún a nuestros efectos, para la Unión Europea, una «colonia de la Corona Británica que no forma parte del Reino Unido»5. Las leyes europeas se aplicaban en Gibraltar en tanto en cuanto sus relaciones exteriores eran asumidas por un estado miembro (artículo 355.3 del TFUE). De modo que, al irse el Reino Unido de la Unión Europea, Gibraltar se convierte automáticamente en una colonia administrada por un país tercero.


			Pero Gibraltar seguirá siendo, después de este acuerdo, un territorio libre de impuestos indirectos —valor añadido, impuestos especiales…— y en el que las sociedades solo pagarán por los beneficios derivados de actividades realizadas dentro del Peñón, pero no por los que obtengan fuera. Hasta ahora hemos denunciado estos privilegios en las instituciones europeas. A partir de ahora, ¿a quién vamos a reclamar? Gibraltar es un paraíso fiscal como la copa de un pino. 


			En este contexto, el mayor pecado que se ha cometido es desaprovechar el Brexit para exigir algunas cosas que parecen elementales. ¿Es mucho pedir que en la negociación en curso se aplique la legislación internacional en materia de descolonización? ¿Es mucho pedir que la UE apoye el proceso de descolonización con ayudas económicas como se hizo después del acuerdo del Good Friday en 1998 entre los gobiernos británico e irlandés? A nosotros nos parece que no y por eso proponemos la cosoberanía como solución —temporal— a los problemas que plantea este anacronismo colonial, tal y como volvieron a proclamar las Naciones Unidas el cuatro de octubre de 2016. 


			Aviso a navegantes: para conseguir todo esto hay que negociar con la misma firmeza con la que los británicos defienden sus intereses y poner en marcha un plan de desarrollo integral de todo el Campo de Gibraltar, que luego detallaremos. Obviamente, es más sencillo y cómodo apostar por la política de apaciguamiento. Recuérdese que, como se suele decir, en los conflictos de cualquier tipo, la paz siempre es posible: basta con que una de las partes se rinda.


			José Manuel García-Margallo y Fernando Eguidazu


			Madrid-Bruselas, verano de 2020.
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			1


			Gibraltar, un enclave estratégico


			En su artículo «La Noluntad Nacional» publicado el diecinueve de marzo de 1915 en la revista España, Miguel de Unamuno escribía lo siguiente: 


			«“¿Qué quiere España?”, me preguntaba un amigo extranjero. Y le contesté: “España no quiere nada, sino que la dejen”. Y así hasta Dios la deja de su mano. […] Oigo decir que el país despierta, pero lo que yo veo es que a nadie le importa nada de nada. Con dejarle a cada cual echar su partidita o lo que sea y engullir su puchero, que no le den quebraderos de cabeza. “¡Déjeme usted en paz, hombre!” Y en paz estamos. ¡Y tan en paz! A pesar de las apariencias en contrario. […] “¿Y qué podemos hacer?”, me preguntarás. Pues mira, podemos hacer una cosa… […] Todos, cada uno según sus fuerzas y su voz, podemos gritar algo de la frontera allá. Y para ello enterarnos de qué es lo que embarga los ánimos a los otros hombres y dar nuestro parecer, nuestra palabra. ¿Que no nos lo piden? ¡Y qué importa! Si todos los españoles nos pusiésemos a gritar algo a los que no lo son, acabarían por oírnos y por preguntar: “¿Y qué dicen esos?”. Y entonces llegaríamos a tener voluntad nacional.»6


			Recordábamos este pasaje cuando comprobamos que algunos de nuestros compañeros de gabinete en el Gobierno de Mariano Rajoy no compartían nuestro entusiasmo por Gibraltar —eran unánimes en su «noluntad»— y, sobre todo, cuando el nuevo ministro de Exteriores, Alfonso Dastis, concedió después de una reunión con la vicepresidenta Sáenz de Santamaría que la soberanía no era lo más importante que discutir en el Brexit. La llegada de Sánchez a la Moncloa acentuó esta deriva. El nuevo ministro socialista, Josep Borrell, anunció nada más llegar al palacio de Santa Cruz, en junio de 2018 —diecinueve meses después de irnos nosotros—, que España renunciaba a plantear la cuestión de la soberanía. Por no reclamar, ni siquiera planteó una administración conjunta de un aeropuerto que está situado en un istmo y unas aguas que nunca se cedieron. Esta noluntad nacional en el caso de Gibraltar se explica francamente mal cuando es notorio que la legalidad internacional está de nuestra parte. 


			España perdió la soberanía de este enclave de unas seiscientas hectáreas de extensión —poco más de cinco veces el parque de El Retiro de Madrid y menos del doble del Central Park de Nueva York, y cuyo accidente orográfico principal y casi único es el Peñón— en 1704, cuando una escuadra angloholandesa se apoderó de él en nombre del pretendiente austríaco al trono español, el archiduque Carlos, durante la Guerra de Sucesión española. Esta situación se consolidó enseguida en el Tratado de Utrecht (1713), en el que, en realidad —como luego veremos con mayor detalle—, España solo cedió a Gran Bretaña la ciudad y el castillo, junto con el puerto, las defensas, la fortaleza y las aguas interiores del puerto. Nada más. En el Tratado de Utrecht se decía además que, si el Reino Unido se deshiciese, por cualquier causa, de la soberanía sobre Gibraltar, este retornaría inmediatamente a España. Sin embargo, desde entonces, ha venido pasando lo contrario: cada vez que España ha atravesado un momento de dificultad, los británicos han aprovechado para ir ampliando unilateralmente, poquito a poco, el territorio ocupado. 


			Por tanto, será bueno que dejemos bien asentado de entrada que, aunque el Reino Unido se remite al Tratado de Utrecht para legitimar la ocupación de Gibraltar, España nunca le cedió la soberanía de las aguas ni del istmo. Este es un dato objetivo sobre el que tendremos que insistir varias veces en este libro.


			El territorio actual de Gibraltar contiene una sección de unos ochocientos metros del istmo que une el Peñón con la España peninsular, ocupado de facto gradualmente por el Reino Unido. En Derecho se dice que no hay usucapión o prescripción adquisitiva —adquisición por ocupación sostenida en el tiempo— cuando el título se ha obtenido «por la fuerza, el engaño o en precario». Por tanto, ahí no tienen título jurídico que avale sus pretendidos derechos. No tienen título, pero sí tienen la tierra. No tienen el derecho, pero sí la colonia. No tienen razón, pero tienen Gibraltar. O, mejor dicho, tienen tres gibraltares por el precio de uno.


			Gibraltar es la punta de lanza del Estrecho de su mismo nombre, un punto de encuentro entre dos países —Marruecos y España—, entre dos continentes —África y Europa— y entre dos mares —mar Mediterráneo y océano Atlántico—. Gibraltar es objeto de disputa entre dos países europeos —España y Reino Unido—, lugar de paso entre Occidente y Oriente, frontera entre el mundo pobre y el rico, el camino más corto para llegar al golfo Pérsico, canal por el que fluye a España el gas de Argelia y Marruecos, camino de trasiego de cinco millones de contenedores al año, potencial punto de roce entre el islamismo y el cristianismo… Incluso geológicamente, el estrecho de Gibraltar se asienta sobre la fisura de dos placas tectónicas: la de Eurasia y la africana. Tal vez en ningún otro sitio en el mundo existen tantos contrastes y tantas fuerzas en fricción en un área tan pequeña. 


			Pero Gibraltar también es el hogar de algo más de 33 000 habitantes que hablan, además de inglés, un dialecto único aunque en receso —el llanito—, y el refugio de los únicos monos que viven en libertad en Europa, así como la sede de uno de los aeropuertos más peculiares del mundo y de una de las bases militares también más singulares, dedicada principalmente al control del tráfico por el Estrecho, y de uno de los mayores centros de inteligencia del mundo, cosa esta última, por cierto, que es una de las claves profundas, como luego explicaremos, para entender el enquistamiento británico en las faldas y las grutas de este peñasco. 


			A efectos políticos y diplomáticos, hay que aclarar que, sobre esta misma base geográfica se asienta, en realidad, no un solo Gibraltar, sino tres gibraltares, tres litigios diferentes impropiamente resumidos en uno solo. A efectos políticos hay que aclarar que cuando nos referimos al contencioso entre España y el Reino Unido con respecto a Gibraltar, nos estamos refiriendo a tres cuestiones relacionadas pero distintas: una, la cuestión del territorio cedido por el Tratado de Utrecht —la ciudad, el puerto y sus aguas interiores—; dos, la cuestión del istmo, ocupado ilegalmente por los británicos aunque nunca fue cedido por España, la cual no reconoce, evidentemente, ningún título de soberanía del Reino Unido; y tres, las aguas que rodean el Peñón, no cedidas en Utrecht como España hizo constar cuando se adhirió a la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. 


			A estas tres cuestiones cabe añadir una cuarta, las fuentes de ingresos de los habitantes del Peñón, obtenidos en buena medida en perjuicio de España y de cada uno de sus ciudadanos. Aquí tocaría hablar del contrabando y de la evasión fiscal.


			Podemos añadir incluso una quinta cuestión —tal vez la más delicada para nuestros intereses— que es el Campo de Gibraltar, de plena soberanía española, pero económicamente dependiente del Peñón. La colonia de una colonia. 


			Analizaremos todo esto en profundidad en las páginas de este libro, pero, de momento, convendrá que describamos con algún detalle de qué territorio estamos hablando en concreto.


			La geografía en disputa


			Geográficamente, Gibraltar es una pequeña península, de unos 6 km de largo y 1,2 km de ancho, situada en el extremo meridional de la península ibérica, al este de la bahía de Algeciras y al oeste del mar de Alborán, en la parte más angosta de la orilla norte del estrecho gibraltareño, en una posición de reconocida importancia estratégica militar para el control del acceso al mar Mediterráneo.


			La península consiste fundamentalmente en una masa pétrea de caliza y pizarra —conocido como «el Peñón» o «the Rock», para los ingleses— que se eleva hasta los 411,5 m de altura en su cara norte, en la cumbre de Rock Gun Battery. En su extremo meridional alcanza los cuatrocientos veintiséis metros y su pendiente se extiende hasta el mar en Punta de Europa, el punto más al sur del territorio, situado a treinta y dos km frente a la ciudad de Ceuta, emplazada en la otra orilla del Estrecho. 


			El pequeño territorio habitable se extiende sobre una superficie de 4,8 km2 unida al resto de la península por una lengua de tierra —el istmo— de aproximadamente 1,6 km de longitud y una superficie total de 1,7 km2, con una altitud máxima de tres metros sobre el nivel del mar. Aunque visto desde el este Gibraltar parece poco más que un grupo de acantilados poco acogedores, desde el oeste se aprecia una pendiente más propicia para la ocupación, si bien el caserío, edificado en altura, se apiña casi más allá de sus posibilidades, varias decenas de metros por encima de las antiguas murallas de la fortaleza.


			En la actualidad, Gibraltar incluye de facto la sección sur de ese istmo, de unos ochocientos metros de longitud, delimitada por una valla —la «Verja»— de mil doscientos cincuenta metros de anchura que parte en dos el territorio —a un lado el dominio británico y al otro el español—, con control de Policía y de Aduana, y la atraviesa una vía que comunica los dos lados. Es justamente el istmo el foco de la principal controversia hispano-británica.


			Para el Reino Unido la valla marca la frontera con España, mientras que para el Gobierno español es simplemente una «verja» y carece de consideración como control fronterizo. Sea como sea, la sección sur del istmo es de hecho parte integral de Gibraltar, y en su espacio se despliegan diversas construcciones e instalaciones, entre ellas el aeropuerto —sin el cual Gibraltar viviría muy mal—, la avenida Winston Churchill como principal vía de acceso a España, áreas residenciales, el estadio Victoria, la escuela secundaria Bayside Comprehensive, el acuartelamiento del Real Regimiento de Gibraltar y el único cementerio todavía en funcionamiento, el North Front Cemetery, así como un paseo marítimo y la playa de Levante. 


			La sección norte del istmo pertenece al municipio español de La Línea de la Concepción y lo ocupa su casco urbano. Si uno dirige sus pasos hacia el Peñón encuentra el espacio tan limitado que el cruce de la frontera se hace a través de una única carretera que atraviesa la pista de aterrizaje del aeropuerto. Un semáforo regula el tráfico, indicando a los transeúntes que se detengan cuando un avión despega o aterriza. El resultado habitual suelen ser colas de automóviles a la entrada y a la salida de la Roca. La pista de aterrizaje cruza de un lado a otro el istmo y se prolonga más allá en terreno ganado al mar. La página web del aeropuerto de Gibraltar asegura que se trata del aeródromo más cercano a la ciudad a la que sirve de todo el mundo, pues está a solo quinientos metros del centro urbano, y su reputación es la de uno de los aterrizajes más delicados, solo apto para pilotos muy experimentados. Todo muy pintoresco, pero poco cómodo para sus usuarios y con mínimas posibilidades de crecimiento.


			Precisamente la escasez de terreno da como resultado otra de las sorprendentes características del Peñón: en su mínima extensión hay al menos cincuenta y dos km de túneles artificiales. Gran parte de la infraestructura de la ciudad es subterránea. Los túneles más antiguos comenzaron a excavarse en 1782, en el contexto del Gran Asedio de Gibraltar por parte de España y Francia —y que hoy pueden visitarse como parte de la oferta turística del Peñón—, pero durante la Segunda Guerra Mundial se construyó una auténtica urbe subterránea, con túneles muy extensos e infraestructuras vitales para el almacenamiento de agua y combustible, generadores eléctricos, instalaciones telefónicas, barracones militares, provisión de alimentos u hospitales de campaña7. Las entrañas de la Roca se adecuaron para acoger a la totalidad de la guarnición militar y para que la subsistencia autónoma se extendiera, al menos, unos nueves meses. La tierra extraída se utilizó para volcarla al mar, asentarla y extender la pista de aterrizaje que serviría para operaciones militares tan determinantes como la invasión aliada del norte de África en 1942. Como alguien señaló: «Gibraltar se convirtió en un portaaviones gigante»8.


			En tan limitada extensión de terreno, Gibraltar alberga según el último censo disponible una población de 33 140 habitantes9. Se consideran gibraltareños los nacidos allí antes de 1925 y sus descendientes, en total unos dos tercios de la población, que se completa con una quinta parte de extranjeros residentes y con el personal militar junto a sus familias. Gibraltar es uno de los territorios con mayor densidad de población del mundo —según estimación, el quinto en 2020—, con aproximadamente 5 667 personas por km². Lo angosto del terreno disponible ha motivado la expansión hacia el único lugar posible, el mar —hasta un tercio de la superficie de la ciudad—, y ha supuesto un factor de tensión y disputa recurrente, como tendremos ocasión de repasar a lo largo de las siguientes páginas.


			La actual población de Gibraltar se compone de muy diferentes aportes, aunque predominan la ascendencia británica, española, genovesa, maltesa y portuguesa, así como árabe y judía originaria del norte de África y otros países del sur del Mediterráneo. La religión es mayoritariamente católica —78,09%—. Los españoles residentes son franca minoría. Miles más acuden diariamente, pero regresan a sus casas en La Línea o más allá al final de la jornada10. 


			A ojos de los turistas, la singularidad de Gibraltar se palpa por todo Main Street, arteria principal donde bulle la esencia misma de la Roca: la convivencia de religiones, nacionalidades y orígenes; de la kipá a la chilaba y del perfecto tailor inglés a las bermudas de guiri. Una calle donde se agolpan decenas de casas de cambio de divisas, joyerías y perfumerías exclusivas, franquicias de productos informáticos, y clasiquísimas tiendas de venta de tabaco y alcohol libres de impuestos regentadas en su mayoría por las comunidades india y marroquí. 


			Los habitantes de Gibraltar son llamados «llanitos» —posiblemente, del nombre propio John (Jonny) muy corriente en Inglaterra o del italiano Gianni, de Giovanni (por la nutrida colonia genovesa original), y cuyo idioma oficial es el inglés, aunque con el llanito como una lengua vernácula, mezcla el español andaluz con el inglés y aportaciones de otros varios idiomas mediterráneos. 


			El argumento más socorrido por parte británica para sostener su soberanía  sobre el Peñón es el de defender «los deseos del pueblo de Gibraltar», pero este argumento ha de revisarse en cuanto se hace un somero estudio demográfico y sociológico de la actual población de la colonia —no hay restos de pueblo gibraltareño precolonial alguno—, lo que da al traste desde la raíz con el argumento. Pese a ello, es el razonamiento favorito de los británicos —suena bien en muchos oídos predispuestos— que se aferran al principio de autodeterminación como única vía posible de liquidación del colonialismo, y necesitan exhibir adhesión popular para su presencia colonial, conservando así el statu quo y posponiendo una futura descolonización.


			Los británicos expulsaron primero a la población natural del Peñón e importaron las gentes necesarias para forjar una más adicta. Más adelante practicaron una política de captación de la mano de obra imprescindible para su subsistencia y lo hicieron a costa de las comarcas españolas circundantes. Lo cierto es que el Gibraltar de comienzos del siglo XVIII tenía alrededor de seis mil habitantes, vinculados a profesiones letradas y artesanas, a la pesca, el comercio y las actividades agrarias ejercidas en la comarca, donde por entonces no existía otra villa destacada11. Al día siguiente de la capitulación de 1704, se produjo un éxodo casi total. Según los invasores angloholandeses, siguieron viviendo en Gibraltar no muchos ingleses y holandeses —militares aparte—, y algunos genoveses y alemanes, así como unos pocos españoles partidarios del archiduque. 


			Si el siglo XVIII fue profuso en choques bélicos y diplomáticos, negociaciones truncadas y paces estériles, el XIX fue el de la incapacidad política para sostener las reivindicaciones españolas con algo más que protestas. Sin embargo, la relación entre Gibraltar y el Campo seguía su propio curso y se fue estrechando, aunque quedaría estrangulada a partir de 187012. En este largo arco temporal distintos factores fueron configurando la particular razón de ser de la población del Peñón. Los conquistadores británicos mostraron su preocupación por la presencia de «papistas» y españoles, militares o «militarizables», así como otros enemigos potenciales como franceses, holandeses y austríacos. Las medidas para limitar la presencia de estos grupos o expulsarlos fueron constantes e incluyeron la oposición a un posible acomodo de la población expulsada en 1704 en los llanos en torno a la antigua Torre del Diablo. Paralelamente, los ocupantes fueron imponiendo su deseo con medidas para atraer y establecer nuevos pobladores, preferentemente británicos y, en todo caso, «protestantes y leales súbditos de S. M.». La reorganización se complementó trayendo grupos de otro origen no conflictivo para los intereses ingleses tales como genoveses, toscanos, menorquines, portugueses, griegos, malteses y marroquíes —sobre todo sefardíes—. En el siglo XIX —al modo de Australia y otros territorios coloniales británicos—, entre 1842 y 1875 llegaron a la colonia convictos británicos desterrados que, sin embargo, no llegaron a arraigar en Gibraltar como lo hicieron en Australia13.


			Con todo, la población no dejó de disminuir durante el siglo XVIII y hasta 1804 no alcanzó el nivel anterior a 1707, pero luego sufrió varias epidemias, para acabar viviendo por fin un auge significativo a partir de 1826. Esta consolidación de la población en la retaguardia del Peñón fue fuente de preocupación para los británicos hasta el siglo XX, ante la posibilidad de que el carácter militar de la fortaleza y de su puerto acabara desdibujada en favor de actividades económicas alternativas. Los ocupantes impusieron una severa exclusión de los españoles desde 1869 e impulsaron medidas para reforzar la distinción entre «gibraltareños» y otros residentes, cuyo número se trató de reducir desde 194014. La neta britanización de las señas de identidad social gibraltareña, fortalecidas con ocasión del esfuerzo de guerra y la evacuación temporal durante la Segunda Guerra Mundial, terminaron de configurar «una nacionalidad incipiente basada en un pueblo no español, irreductiblemente opuesto a la reconstitución del conjunto roto en 1704», en palabras del politólogo José María Cordero Torres15.


			En lo político, las cartas constitucionales de 1969 y 2006 constituyen los grandes hitos en el desarrollo del alto nivel de autogobierno que hoy disfruta Gibraltar, en un régimen democrático con plena separación de poderes. Su estatus oficial es el de «Territorio Británico de Ultramar» y cuenta con un gobernador designado por la Corona británica, que actúa como su representante allí y es responsable de la seguridad en el territorio y de la representación ante la metrópoli y el Gobierno británico. 


			El Gobierno de Gibraltar es elegido para mandatos de cuatro años y lo encabeza el ministro principal, cargo que hasta la fecha ostenta Fabian Picardo, reelegido en octubre de 2019. El Parlamento es unicameral y lo integran diecisiete miembros, integrantes del Partido Socialista Laborista de Gibraltar, Partido Liberal de Gibraltar, Socialdemócratas de Gibraltar y Juntos Gibraltar, todos ellos frontales opositores a cualquier intento de transferencia de la soberanía a España. Este consenso se ha mantenido incólume con el pasar de las décadas y con independencia de algunas tímidas variaciones en la postura de Londres respecto al Peñón. Así ocurrió en las negociaciones de 2002, cuando el Gobierno británico transigió para abordar el principio de soberanía conjunta con España. La coalición entre la oposición al Gobierno y el conjunto de los partidos políticos del Peñón cegó esta vía de entendimiento, y de hecho subieron la apuesta reclamando la autodeterminación y la celebración de una consulta plebiscitaria al estilo de la de 1967. «¿Aprueba el principio de que el Reino Unido y España compartan la soberanía de Gibraltar?» fue la fórmula escogida para el referéndum de 2002, en el que participó cerca del 88% del censo, y resultó en un rechazo del 99% de los participantes, mientras que únicamente ciento ochenta y siete ciudadanos apoyaron la propuesta16. De esos datos objetivos partimos.


			La importancia geoestratégica de la base militar


			No es ni mucho menos el único motivo que ha imposibilitado hasta la fecha la resolución del contencioso por Gibraltar, pero sí es desde luego una de las primerísimas razones que la explican. Hablamos de la base aeronaval y de inteligencia que las Fuerzas Armadas británicas sostienen en el Peñón, de una importancia estratégica capital para los intereses de Reino Unido, de su principal aliado, EE. UU. y hasta fechas muy recientes casi la única fuente de ingresos para el sostenimiento de la colonia. 


			Es un enclave desde el que la Marina Real británica ha podido controlar el paso por el Mediterráneo, gran parte del cual proviene de Asia a través del canal de Suez. Controlar militarmente el Estrecho ha sido a lo largo del tiempo la función más notable de Gibraltar, y ha servido a los intereses de Gran Bretaña desde 1704 como parte fundamental de su red comercial hasta Oriente. Lord Fisher, Primer Lord del Almirantazgo de la Marina Real Británica a comienzos del siglo XX, dijo en cierta ocasión que Gibraltar era una de las cinco llaves que cierran el mundo, junto con Dover, Alejandría, Cabo de Buena Esperanza y Singapur, todas las cuales eran controladas en aquel momento por Gran Bretaña17. En tal sentido, Gibraltar ha sido muy útil para que el Reino Unido mantuviera durante siglos su posición como potencia de primer orden.


			No obstante, Gibraltar ha perdido mucho peso como enclave militar si se entiende este en su sentido tradicional de despliegue de armamento y unidades militares. La revolución tecnológica y la rapidez del transporte militar explican, entre otras cosas, la reducción de efectivos humanos y de armamento en Gibraltar. En 1993 había estacionados en la colonia mil trescientos soldados ingleses, frente a los menos de quinientos que hay ahora. El Commander British Forces está hoy al mando de un comodoro y no de un vicealmirante, como antaño, y el Royal Gibraltar Regiment, a cargo de un teniente coronel.


			A cambio, Gibraltar ha adquirido gran importancia en el terreno del espionaje electrónico. Los datos conseguidos por el Centro de Datos Marítimos (MDC) y por los expertos de la red Echelon sirven por igual a las inteligencias británica y estadounidense. Desde que surgió el fenómeno yihadista, el espionaje se ha vuelto imprescindible para velar por la seguridad global. Poco se sabe sobre los abundantes dispositivos de seguimiento y escucha desplegados en lo más alto del Peñón. Apenas se cuenta que son capaces de interceptar todas las conversaciones telefónicas y mensajes que circulan entre los dos continentes. Entre los que lo conocen, pocos dudan de que haya algo que escape a los ojos y a los oídos escrutadores de Gibraltar.


			En definitiva, británicos y americanos tienen en Gibraltar, por encima de otras cuestiones, el interés de disponer de una base militar de primer orden y un puerto de cuatro mil doscientos cincuenta metros de atraque, y unas autoridades locales obedientes a los dictados de Londres y encantadas de recibir unidades militares, nucleares o no, averiadas o en perfecto estado, pero que sirvan para subrayar ante España su importancia estratégica. Los británicos tienen un espacio privilegiado de escala y refugio a mil millas de la metrópoli. Lo que tampoco ha disminuido es su valor en otro aspecto. Por el Estrecho transita aproximadamente la cuarta parte del tráfico marítimo mundial. El control del tráfico marítimo de la zona seguirá siendo un importante valor estratégico ante la imprevisibilidad de cualquier crisis y sus posibles repercusiones en el comercio mundial18.


			Asimismo, el control del Estrecho de Gibraltar también es muy importante para la Alianza Atlántica, pero no parece que su confianza en la gestión británica vaya a ceder en favor de la gestión española. Para España, el valor militar de Gibraltar es, desde determinado punto de vista, secundario, teniendo en cuenta que dispone de importantes bases en Algeciras, Tarifa, Cádiz y Rota que le confieren un control y una importancia estratégica considerable en el área del Estrecho, auténtica autopista marítima que recorren anualmente unos doscientos mil buques civiles y militares. Por sus profundas aguas transitan habitualmente submarinos, muchos de ellos sumergibles nucleares británicos, y se tienden cables submarinos diseñados específicamente para las comunicaciones —bajo control de las armadas británica y estadounidense—. La recepción de todas las señales acústicas está a cargo de la base militar de Gibraltar y es hoy uno de sus principales valores estratégicos, clave en el esquema de defensa occidental, donde los Estados Unidos tienen tanto que decir.


			Así pues, nostalgias imperialistas e intereses económicos aparte, la determinación del Reino Unido de no devolver Gibraltar a España se debe principalmente a su gran valor geopolítico y estratégico. Pero desde que España entró hace casi cuarenta años en la OTAN, la tesis mantenida por el Reino Unido acerca de la importancia estratégica de Gibraltar para la seguridad internacional y para la OTAN ha caducado, o al menos debería haber sido sustituido por la opción del uso combinado de las bases militares del Estrecho. 


			La próspera economía dopada de un paraíso fiscal


			La actual situación económica de Gibraltar es consecuencia directa de su exótico estatus. La adhesión de Reino Unido a la Comunidad Económica Europea en 1973 implicó la incorporación de Gibraltar19, pero lo hizo con estatus de territorio especial a solicitud de los negociadores británicos. De esta manera el Peñón quedó excluido de la unión aduanera europea, de la política comercial común, de la política agrícola y pesquera común o de la armonización de las legislaciones de los Estados miembros para impuestos sobre el volumen de negocios e impuestos especiales. Este estatus especial permitió que Gibraltar estableciese un régimen fiscal sumamente favorable para las empresas, con unos niveles de IVA e impuestos especiales muy bajos, y con tipos también muy rebajados —incluso nulos— para los beneficios societarios obtenidos fuera de la Roca. Estas ventajas, añadidas a las facilidades de acceso al mercado interior comunitario —en aplicación del derecho reconocido en los Tratados de libre prestación de servicios—, convirtieron a Gibraltar en establecimiento privilegiado para entidades financieras, aseguradoras y empresas de juego online. La peculiar entrada de Gibraltar en la CEE y la posterior adhesión de España no hicieron sino reforzar su ventaja como paraíso fiscal y le proporcionó enormes oportunidades de negocio20. 


			El principal problema es que esta prosperidad de Gibraltar siempre ha sido la de una reducida minoría a costa de serios daños para la economía y la hacienda españolas y, en particular, para toda la región circundante del Campo de Gibraltar. En este sentido, aunque las autoridades españolas siempre han querido contar con más información fiscal del Peñón para reducir o dificultar la evasión de impuestos y el blanqueo de capitales de los bancos de Gibraltar, se han negado repetidamente a la firma de un acuerdo para el intercambio recíproco, al modo de otros paraísos fiscales como Andorra, ya que no consideran a Gibraltar como su contraparte diplomática21. En julio de 2013, Picardo se dirigió al ministro Montoro para pedirle reanudar las conversaciones de 2007 sobre un intercambio de información entre España y Gibraltar. El Gobierno de Rajoy se negó por entender que habría significado reconocer rango de Estado a Gibraltar, pero las cosas comenzaron a cambiar cuando nosotros salimos del Palacio de Santa Cruz. Con Sánchez las cosas se darían la vuelta por completo, pero eso es otra historia que contaremos luego.


			Pese a todo, este gran centro financiero del Peñón se vio afectado por los compromisos de transparencia normativa y de intercambio de información fiscal que Gibraltar tuvo que adquirir como condición para acceder en 2005 a la OCDE, organismo que había calificado a Gibraltar como paraíso fiscal en junio del año 2000. Este compromiso con la OCDE le permitió salir del listado de paraísos fiscales no cooperativos. 


			Hasta hoy, aunque amenazada por el futuro post-Brexit inmediato, la economía de Gibraltar sigue disfrutando de gran autonomía y prosperidad. Si bien hasta el Brexit formaba parte de la Unión Europea, el Territorio Británico de Ultramar de Gibraltar tiene un ordenamiento jurídico y económico separado del Reino Unido y disfruta de un régimen fiscal e impositivo propio, así como de una moneda propia, la libra gibraltareña, lo que no es óbice para que se admita la circulación del euro. Apenas el 6% de su presupuesto depende del Reino Unido. Su PIB nominal es de 2 180 millones de libras, que se traducen en un salario mínimo mensual de 3 498 euros, con una tasa de paro casi inexistente —en 2018 las cifras oficiales hablaban de solo cuarenta y cinco personas desempleadas—.


			Sin embargo, Gibraltar carece de recursos naturales y no posee terreno agrícola. En el pasado, su economía dependía básicamente de la base de la Royal Navy, es decir de los gastos del Ministerio de Defensa británico, que invertía importantes cantidades en infraestructuras, mantenía una guarnición militar y empleaba buena parte de la mano de obra de la colonia.


			Posteriormente, cuando el Reino Unido recortó con fuerza los gastos de la base, su economía se tuvo que reinventar y en pocos años pasó a depender de cuatro pilares: el turismo, el puerto, los servicios financieros con ventajas fiscales y el juego online. Sin olvidarnos, claro, del contrabando. Con estos ingredientes, y hasta la fecha, Gibraltar ha sabido aguantar y reponerse con éxito a las últimas grandes crisis económicas. Las pruebas de 2008 o la devaluación de la libra tras la aprobación del Brexit en 2016 se han superado —al menos, de momento— en esta minúscula colonia británica. Está aún por ver cómo le afectará la crisis derivada de la pandemia del Covid-19.


			El turismo es una importante fuente de recursos para la Roca. Sorprende visitar alguno de sus portales en línea dedicados al turismo, con una oferta aparentemente tan amplia en un territorio tan reducido que resulta chocante para quien no haya visitado el Peñón. Más de once millones de personas visitaron el enclave en 2018, un 4,4% más que en 2017, eso sí, la mayor parte de ellos españoles, y el gasto total estuvo cerca de los doscientos setenta y cuatro millones de libras, veintiún millones más que el año anterior22. No obstante, las dificultades en el cruce de la Verja tras el Brexit pueden suponer un elemento disuasorio considerable para la atracción de visitantes. Muchas de esas visitas son cortas y están motivadas por las compras de productos más asequibles debido a las ventajas del tipo de cambio y la ausencia de IVA, que redundan en grandes beneficios para la economía de Gibraltar y en considerables perjuicios para la española. Aunque también les atrae la moda, la electrónica y otros bienes, muchas personas van a comprar tabaco y alcohol o a repostar gasolina, cuyos precios son más que atractivos por la menor carga impositiva. 


			Paralelamente, aunque no existe una cifra oficial, se estima que unos diez mil españoles trabajan en Gibraltar, mayoritariamente en la construcción, en las empresas de juego online y en las entidades financieras. En consecuencia, atraviesan a diario la Verja ante la que se suelen formar largas colas. Además, varios centenares de camiones con mercancía entran todos los días. 


			El puerto se sitúa en un punto estratégico, en el centro de una de las rutas marítimas con mayor afluencia del mundo. Sus muelles acogen anualmente a más de siete mil buques y funciona como enclave importante del turismo de cruceros. Muchas empresas del Peñón se especializan en fletes marítimos y servicios de apoyo. Buen número de ellas desarrollan su actividad en el astillero de Cammell Laird, donde durante décadas se han construido y reparado acorazados, destructores y submarinos de la Marina Real británica. Además, Gibraltar es uno de los mayores puertos de aprovisionamiento de combustible del Mediterráneo, negocio que se ha convertido en la principal actividad de su puerto. 


			El suministro de combustible —en 2007, cuatro millones trescientas mil toneladas de fuel— y los servicios a buques le han convertido en uno de los puertos más importantes de la cuenca mediterránea23. El aprovisionamiento de buques es hoy la principal actividad en el puerto de Gibraltar y también en las aguas próximas, mediante el sistema del bunkering o repostaje en alta mar, barco a barco, mediante buques cisterna, al precio más barato de todo el Mediterráneo. Este suministro se lleva a cabo a unos setecientos metros de la costa de La Línea de la Concepción, dentro de una Zona de Especial Protección medioambiental decretada por el Gobierno de España y dedicada a la protección de la fauna marina. 


			Como hemos visto, la incorporación del Peñón al territorio de la Unión Europea y el acceso al mercado único —con muy altas perspectivas de crecimiento del sector financiero— hizo que Gibraltar orientara su legislación en la década de los ochenta en favor de los servicios financieros. Esto supuso su pleno despegue económico.


			Actualmente, se concentran en Gibraltar más de veinticinco mil instituciones bancarias y un número indeterminado de sociedades —no menos de treinta mil, aunque algunos las cuantifican en hasta ochenta mil— que tienen su domicilio social en este pequeño territorio, siendo buena parte de ellas virtuales y al menos el 50% shell companies, «empresas fantasmas», sin actividad económica alguna en Gibraltar y que funcionan con uno o ningún empleado. 


			Fue a principios de los ochenta cuando Gibraltar terminó de configurar una normativa que autorizaba un estatuto fiscal especial para compañías que fijaban su residencia en la Roca, pero sin obtener beneficios allí, ya que no pueden ejercer actividades comerciales o de cualquier otro tipo en Gibraltar. Eran las denominadas «compañías exentas» y «compañías cualificadas»24, en las que no pueden participar gibraltareños o residentes en Gibraltar. El nuevo estatuto les atribuía un tratamiento fiscal más que favorable, pues pagaban un impuesto anual no superior a trescientas libras y, en cuanto a los beneficios, podían llegar a gozar de la total exención —compañías exentas— o a una imposición tan reducida como el 2% —compañías cualificadas—25. A tales sociedades no se les aplicaría ni siquiera la limitada normativa europea sobre imposición de sociedades, ya que no eran sociedades constituidas en base al derecho británico. 


			Sí se les podrían aplicar en cambio las normas sobre ayudas de Estado, diseñadas precisamente para perseguir aquellas ayudas económicas otorgadas por los Estados a sus empresas que puedan distorsionar la libre competencia en el mercado interior europeo. De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión, «han de entenderse por tales no solo las medidas positivas, como las subvenciones, sino también las intervenciones que, en formas diversas, mitigan las cargas normalmente incluidas en el presupuesto de una empresa y que, sin ser subvenciones en sentido estricto, son similares en su naturaleza y tienen el mismo efecto. Con este concepto, está claro que medidas como los incentivos fiscales pueden calificarse como ayudas de Estado».26 El objetivo final de la Comisión Europea, que anunció que revisaría la adecuación de las normas tributarias de sus miembros, era que las empresas quedasen sujetas a tributación allí donde tengan lugar las actividades económicas que generan sus beneficios, evitando que puedan dejar de contribuir mediante el uso de una planificación fiscal agresiva.


			Sobre Gibraltar, la Comisión concluyó que el régimen fiscal de las compañías cualificadas y las compañías exentas gibraltareñas suponía una ayuda de Estado, y ello porque otorgaban una ventaja económica puesto que reducían los costes —en este caso los fiscales— de las compañías; porque eran «imputables al Estado», en este caso, a las autoridades gibraltareñas; porque tenían carácter selectivo, pues solo beneficiaban a empresas cuyos titulares no eran residentes en Gibraltar; y porque dañaban la competencia, puesto que estas compañías desarrollaban su actividad y obtenían sus ingresos y beneficios en otros Estados miembros. Era obvio que el objetivo de este régimen fiscal favorable era atraer sociedades a Gibraltar. 


			Las autoridades gibraltareñas reaccionaron modificando en 2010 el régimen fiscal de sus sociedades extraterritoriales, pero tal reforma no supuso sino un mero camuflaje legal, y en consecuencia la Comisión abrió en 2013 una nueva investigación. Un año después incluyó en dicha investigación a las «decisiones fiscales» o «tax ruling», por entender que también podrían considerarse como ayudas estatales. Se trata de acuerdos firmados entre las autoridades fiscales de un país y determinadas empresas bajo su jurisdicción cuyo resultado es aliviar la carga fiscal de estas últimas. Su resultado frecuente es la elusión fiscal dentro de una planificación fiscal agresiva —desviando hacia un Estado de baja fiscalidad los ingresos y beneficios obtenidos en otras jurisdicciones— y son objeto de preocupación para las autoridades en la UE. El problema, como Cristina Izquierdo señala, es que no resulta sencillo determinar qué se debe considerar «decisiones fiscales» o «tax ruling» dirigidos a la elusión fiscal, pues formalmente cumplen lo estipulado en la legislación vigente27.


			La cuestión es que el Gobierno gibraltareño acordó un considerable número de tax ruling, y la Comisión Europea consideró que las autoridades fiscales gibraltareñas no controlaban ni supervisaban adecuadamente a esas sociedades, ni exigían la documentación adecuada para impedir que las tax ruling se utilizasen con fines de elusión fiscal.


			En todo caso, la salida del Reino Unido de la UE tiene como consecuencia para Gibraltar la inevitable pérdida del derecho de libre prestación de servicios y del derecho de establecimiento y, en consecuencia, las sociedades gibraltareñas serán sociedades de un país tercero, así que el régimen fiscal gibraltareño perderá su atractivo al no poder aprovecharse del mercado único europeo. 


			Capital mundial del juego online


			A principios del siglo XXI muchas empresas del juego y apuestas online, atraídas por la baja fiscalidad, eligieron Gibraltar como base de operaciones. Eso lo convirtió en uno de los principales centros de operaciones mundiales de apuestas y juego en línea. El «Ministerio de Servicios Financieros y Apuestas», que forma parte del Gobierno de Gibraltar, deja bien a las claras en su propia denominación cuál es el grado de importancia de este sector para la economía local.


			Unas treinta empresas gibraltareñas controlan más del sesenta por ciento del mercado mundial del juego online y generan un beneficio bruto anual estimado en unos treinta mil millones de euros, dando empleo a más de tres mil personas, en su mayoría trabajadores residentes en el Campo de Gibraltar28 .


			Todas las operaciones de juego allí requieren licencia según la «Ley de Juegos de Azar» de 2005, también las apuestas operadas por teléfono e Internet. Pese a que conseguir estas licencias aparentemente no es tan sencillo, actualmente hay unos quince operadores funcionando en el Peñón y algunos de ellos ocupan los primeros puestos mundiales en volumen de negocio29. 


			La colonia garantiza tasas muy bajas para que las empresas que dan soporte a todos esos casinos digitales puedan instalar en ella su sede fiscal. Un negocio que, en los últimos años, ha fichado en Gibraltar a centenares de profesionales de otros países en que el e-gaming está muy en boga. Hay que tener en cuenta que para entrar en este sector no hace falta una formación demasiado exigente, y, a cambio, ofrece unos sueldos muy competitivos. Para estos empleados, Gibraltar y su campo es un sueño laboral: sueldos altos, estabilidad en el trabajo y una zona donde disfrutar del sol, la playa y una gastronomía local a bajos precios comparado con sus países de origen.


			Esta situación se convirtió pronto en objeto de atención en el Reino Unido, porque las compañías domiciliadas en Gibraltar, pero que desarrollaban sus negocios fuera de él, no pagaban impuestos, perjudicando a las residenciadas en territorio metropolitano, que sí tenían que pagarlos, hasta tal punto que el gobierno local se vio obligado a corregir ligeramente la situación. 


			Como es obvio, este panorama ha quedado alterado irreversiblemente por el Brexit que pone fin a un statu quo que parecía inalterable. Ya ha comenzado el éxodo de parte de las empresas dado que podrían perder su licencia para operar en la UE. Muchos de los países de la Unión, entre ellos España, han adoptado normas que obligan a que las empresas estén radicadas en territorio de la Unión o en el Espacio Económico Europeo si quieren operar en su territorio.


			Contrabando a través de una frontera porosa


			Ya comentamos en páginas anteriores que Gibraltar se incorporó a la CEE en 1973 con un régimen especial, por cuanto se excluía, entre otras, de la unión aduanera europea y de la armonización de las legislaciones de los Estados miembros, relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios y los impuestos especiales. Esto supone que a Gibraltar no se le aplica el principio de libre circulación de mercancías. Es, por tanto, a efectos del tráfico de mercancías con la EU, un país tercero. 


			Esto en principio no plantea problemas en el movimiento de exportaciones e importaciones de bienes entre Gibraltar y España. Los gibraltareños se benefician de una baja fiscalidad, pero los productos exportados de Gibraltar a España están sujetos a control aduanero y al correspondiente pago de los derechos arancelarios fijados en la Tarifa Exterior Común de la UE. Esta notable diferencia a ambos lados de la Verja sí tiene una consecuencia de especial gravedad, que es la de convertir el contrabando en una actividad muy lucrativa.


			El contrabando ha sido una constante en la historia de la colonia. En las décadas posteriores al final de nuestra Guerra de la Independencia, las exportaciones del Reino Unido a Gibraltar alcanzaron un volumen claramente desproporcionado en relación con el número de habitantes del Peñón. Y esas actividades, perjudiciales para la Hacienda española, han continuado, con altibajos, hasta nuestros días.


			En 2013, el año álgido, se vendieron en Gibraltar ciento veinticuatro millones de cajetillas de tabaco, cifra totalmente exagerada para una población de poco más de treinta y tres mil habitantes —arrojaría una media de diez cajetillas diarias por habitante, niños incluidos—. Es cierto que Gibraltar recibe anualmente muchos turistas —españoles en su abrumadora mayoría—, pero el hecho es que en ese año los servicios aduaneros aprehendieron casi un millón de cajetillas, lo cual indica que efectivamente el contrabando era intenso. El año siguiente —2014— el volumen de tabaco vendido en Gibraltar descendió a solo setenta y cuatro millones de cajetillas —equivalente a seis cajetillas diarias por gibraltareño—, y el de aprehensiones en la aduana a solo seiscientos mil, como consecuencia evidente del endurecimiento de los controles en la Verja. 30 


			Naturalmente, el contrabando de tabaco se vio favorecido por otra de las libertades garantizadas por la UE, de la que Gibraltar disfrutó desde su incorporación a la Unión Europea y desde que la anexión de España la hiciese efectiva en la Verja: el derecho a la libre circulación de personas.


			Es cierto que el Reino Unido no suscribió el acuerdo de Schengen sobre supresión de los controles en las fronteras comunes, y que por tanto Gibraltar no formó parte del conocido como «espacio Schengen», pero eso no quita para que los gibraltareños fueran ciudadanos de la UE, y por tanto disfrutasen de los derechos derivados, entre ellos el derecho de residencia y el de libre circulación a través de las fronteras con otros Estados miembros. Esto significó que, en la Verja, las autoridades españolas pudieran —y debieran— ejercer sobre las personas los controles correspondientes a efectos de comprobar su identidad, pero verificado su derecho de entrada como ciudadanos comunitarios no podían impedir que cruzasen la Verja. 


			Como señala Cristina Izquierdo, la existencia de una frontera entre Gibraltar y España, ambos territorios de la UE hasta el Brexit, estaba motivada por dos causas: en primer lugar, para el control y cobro del Arancel Aduanero Común a las mercancías que cruzan la frontera y acceden al mercado único; en segundo lugar, para verificar el derecho de entrada de los nacionales de la UE y decidir sobre el derecho de entrada de los nacionales de terceros países. «La existencia de este singular régimen entre Gibraltar y España ha provocado que, inevitablemente, la frontera entre ambos territorios, a pesar de ser frontera exterior de la UE, se ha revelado como una frontera muy flexible y porosa». En palabras de Izquierdo se trata de «una frontera singular y frágil» en la que ejercer controles más o menos rigurosos entre territorios europeos genera serios problemas. La existencia de un tráfico muy intenso —los españoles del Campo de Gibraltar cruzan entre dos y tres veces al día— y las características físicas del territorio de Gibraltar provocan un inevitable embudo a la entrada a España.31


			Por un lado, Gibraltar favorece un precio del tabaco y el carburante frente al que los precios de España y del resto de Europa no pueden competir; por otro, funciona una frontera entre Gibraltar y España, en la que, pese a las limitaciones, rige la libre circulación de personas. A estos ingredientes se añade la estrecha relación entre los ciudadanos de ambos lados de la Verja que genera gran densidad de tráfico en una frontera que, físicamente, no está en condiciones ni tiene capacidad para gestionar tal volumen de personas y mercancías32. 


			Siguiendo a Izquierdo, «el conjunto de estos tres elementos genera, inevitablemente, un comercio ilegal de tabaco entre Gibraltar y España, tanto por tierra como por mar, que ha crecido sobremanera en los últimos años y produce mucha tensión, tanto en la zona, como entre el Gobierno español y las autoridades gibraltareñas». 


			Se estima que Gibraltar obtiene el 27% de su recaudación total en concepto de impuestos especiales, mientras que la Hacienda española deja de ingresar unos trescientos veinticinco millones de euros al año. Y hay algo especialmente inquietante: las agencias de seguridad españolas han constatado la evolución de este negocio ilícito en los últimos cinco años, que ha pasado de ser un medio de vida para numerosos habitantes del Campo de Gibraltar, a ser una actividad delictiva organizada, con el consiguiente problema de seguridad ciudadana33.


			El problema principal que ha impedido erradicar esta práctica tan perjudicial para España ha sido, precisamente, la permisividad de las autoridades de Gibraltar, que obtienen elevadas ganancias de los impuestos al tabaco y a las que no quieren renunciar. Recientemente, a raíz de las presiones recibidas, han tenido que elevar la fiscalidad sobre el tabaco y aparentar cierto control sobre el tráfico ilícito del mismo, pero el margen de beneficio sigue siendo alto y justifica la actividad y el riesgo para aquellos que la realizan. La solución definitiva pasa inevitablemente por elevar el precio de los bienes a niveles que resulten equiparables a los de España, de forma que el contrabando no resulte rentable.
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